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Sr. S. de Vega, presidente y  
ponente 
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Valladolid el día 19 de 
junio de 2026, con asistencia de los 
miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 202/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El 18 de mayo de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos en una caída en las 
instalaciones del campo municipal de fútbol. 

  
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 21 de mayo de 2026, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 202/2026, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. S. de Vega. 

 
Primero.- El 13 de febrero de 2024 D. yyyy presenta una reclamación 

de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxxx, debido a los 
daños y perjuicios sufridos en una caída ocurrida el 26 de noviembre de 2023, 
alrededor de las 19:00 horas, en la bajada de las escaleras exteriores de salida 
del público del campo de futbol municipal de esa localidad, tras la celebración 
de un partido, en un desnivel sin barrera de seguridad. La caída le produjo 
lesiones físicas en la cabeza, hombro y tobillo izquierdos.  

 
Aporta informe clínico de urgencias, fotografías del lugar del accidente, 

y fotocopia del libro de familia, e identifica a tres testigos. No cuantifica la 
indemnización que reclama. 
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Segundo.- El 1 de marzo de 2024 el Ayuntamiento admite a trámite la 

solicitud de responsabilidad patrimonial, nombra instructor y requiere de 
subsanación al reclamante, quien subsana parcialmente y solicita postergar la 
presentación del resto de documentos e informaciones para cuando se puedan 
determinar las secuelas.  

 
Tercero.- El 12 de marzo de 2024 el Ayuntamiento da traslado de la 

reclamación a su aseguradora, que alega que no existe daño antijurídico y 
que, en todo caso, la caída se podía haber evitado con una debida diligencia.  

 
Cuarto.- El 3 de mayo de 2024 se acuerda la apertura del período de 

prueba y se solicita informe a la Policía Local. Se cita a los testigos propuestos, 
que comparecen todos a declarar en la fecha indicada. La Policía Local emite 
informe en el que indica que no ha realizado ningún tipo de intervención el día 
de los hechos ni tuvo comunicación sobre lo acaecido. 

 
Quinto.- El 12 de junio de 2024 el reclamante aporta informe pericial 

sobre las lesiones sufridas y cuantifica la indemnización en 25.003,80 euros. 
 
Sexto.- El 18 de junio de 2024 se solicita informe al servicio municipal 

de Urbanismo. Obra en el expediente el informe emitido. 
 

 Séptimo.- Recibidos los informes, el 16 de abril de 2025 se concede 
trámite de audiencia al reclamante, quien se ratifica en su reclamación y 
adjunta informe pericial sobre las condiciones arquitectónicas del lugar de la 
caída, impugnando así el emitido por el servicio municipal.  
 

Octavo.- El 18 de mayo de 2026 se formula propuesta de resolución 
estimatoria parcial de la reclamación, al considerar que existe concurrencia de 
culpas (ponderada en un 50 %), en la que se reconoce una indemnización de 
12.501,90 euros. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial.  

 
No obstante, en la tramitación del presente expediente se ha superado 

el plazo de seis meses previsto en el artículo 91 de la LPAC. A este respecto, 
debe tenerse presente que los titulares de las unidades administrativas y el 
personal al servicio de las Administraciones Públicas que tuviesen a su cargo 
la resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su 
tramitación y adoptarán las medidas oportunas para remover los obstáculos 
que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio pleno de los derechos de los 
interesados o el respeto a sus intereses legítimos, disponiendo lo necesario 
para evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación de procedimientos; 
y que los términos y plazos establecidos en esta u otras leyes obligan a las 
autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas 
competentes para la tramitación de los asuntos, así como a los interesados en 
los mismos. Ello en virtud de lo dispuesto en los artículos 20.1 y 29 de la LPAC. 

 
3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada, de 

acuerdo con el artículo 4 de la LPAC.  
 
La competencia para resolver la reclamación corresponde al alcalde, sin 

perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, conforme a los 
artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 92, párrafo segundo, 
de la LPAC.  

 
La reclamación se ha presentado en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  
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4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), a la que se remite, 
de forma genérica, el artículo 54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo y a la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado y de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que 
el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 
público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación 
se presente antes de que transcurra un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 

 
A estos efectos, corresponderá a la parte interesada acreditar que los 

daños traen causa directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal  
del servicio público, de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi 
incumbit ei qui agit y onus probandi incumbit actori, el principio general sobre 
la carga de la prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, y lo que, más específicamente para el régimen 
de la responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el artículo 67.2 de 
la LPAC. La Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su 
caso, desvirtúen los alegados por la parte contraria.  

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 

responsabilidad patrimonial por daños y perjuicios sufridos en una caída por la 
falta de medidas de seguridad en la escalera de salida de las instalaciones del 
campo de fútbol municipal. 
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En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 
establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2.568/86, de 28 de noviembre. 

 
Resulta indiscutible la competencia de los municipios en materia de 

planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística, en materia de 
promoción del deporte e instalaciones deportivas y de ocupación del tiempo 
libre, y en materia de alumbrado público (artículos 25.2.a), 25.2.l) y 26.1.a) 
respectivamente). 

 
La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 

vista de los datos resultantes del expediente, la lesión sufrida por el reclamante 
fue o no consecuencia del peligro que suponía el defecto alegado de forma 
que el nexo causal se produjera, directa e inmediatamente, entre el 
funcionamiento del servicio y el daño producido.  

 
La realidad de la caída no se ha puesto en duda por la Administración, 

pues está acreditada por las declaraciones de varios testigos, y el alcance de 
las lesiones sufridas resulta probado en los informes médicos incorporados al 
expediente y en el informe médico pericial aportado.   

 
La propia propuesta de resolución, después de analizar las pruebas que 

obran en el expediente, reconoce la existencia de prueba en el expediente para 
reconocer la responsabilidad del Ayuntamiento. Considera que “Queda 
acreditado por tres testigos directos el funcionamiento anormal del servicio 
público debido a una iluminación deficiente (focos fundidos) y a la ausencia de 
una barandilla de protección que, según el informe de Urbanismo, sería 
exigible bajo la normativa técnica actual para salvar el desnivel existente. 
Asimismo, el informe pericial presentado por el reclamante señala unas 
deficiencias existentes en la barandilla, rampa e iluminación que pudieron ser 
parte causante de la caída”. 

 
No obstante, reconocida esta cuestión, la propia propuesta también 

reconoce que dicha responsabilidad debe ponderarse, en este caso, con la del 
propio reclamante: “No se puede ignorar que la propia situación del señor 
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influyó decisivamente en el accidente. Hablamos de una persona con 
problemas serios de visión (afaquia) y temblores diagnosticados, lo que 
lógicamente reduce su estabilidad. Los propios testigos describen que `dio un 
paso atrás´ o `pisó en el aire´, movimientos que parecen más un traspié 
propio de su estado de salud que un fallo de la escalera en sí. Los familiares 
que asistieron con el reclamante al partido deberían haber acompañado al 
mismo para evitar posibles caídasʺ. Y concluye que, “aunque el Ayuntamiento 
tenga parte de culpa por las deficiencias antes expuestas, el reclamante 
debería haber extremado la precaución dadas sus limitaciones físicas, (…). 
Entendiendo por tanto, que existe una concurrencia de culpas distribuyéndose 
equitativamente a partes igualesʺ. 

  
A la vista de todo lo anterior, este Consejo considera que en el presente 

caso, si bien el conjunto de circunstancias sitúa, sin duda, la cuestión en el 
ámbito de responsabilidad del Ayuntamiento, también determina un 
porcentaje de responsabilidad de la propia víctima de la caída. Y ello porque, 
en atención a su historial clínico, era esperable un nivel de diligencia 
proporcional al mismo, esto es, una actuación adecuada a sus propias 
circunstancias. Teniendo en cuenta la hora y la afluencia de público, el 
estándar de prudencia exigible hubiera requerido que la propia víctima, 
conociendo todos sus padecimientos, hubiese dimensionado los riesgos y 
extremado las precauciones a la hora de efectuar la salida. Este extremo obliga 
a reducir aquella responsabilidad municipal en un 50 %, al apreciarse una 
concurrencia de causas en la producción de este percance. Tal y como hace la 
propuesta de resolución. 

 
6ª.- Respecto al importe de la indemnización, el reclamante solicita un 

total de 25.003,80 euros (6.773,39 euros por lesiones temporales y 18.230,41 
euros por secuelas). 

 
Este Consejo, al igual que la propuesta de resolución, considera que la 

valoración de los daños y perjuicios, avalada en un informe pericial aportado 
por el reclamante, es adecuada. 

 
Atendiendo a la concurrencia de culpas apreciada, ponderada en un 

50 %, la indemnización a reconocer asciende a 12.501,90 euros, sin perjuicio 
de su actualización a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de 
responsabilidad patrimonial, conforme al artículo 34 de la LRJSP. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria parcial en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos en una caída 
en las instalaciones del campo municipal de fútbol, e indemnizar al reclamante 
con 12.501,90 euros. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


